
LEY CONTRA EL CRIMEN ORGANIZADO – LEY N.º 30077 

 

Distinguidas autoridades, docentes, compañeros y público presente: 

Hoy me corresponde exponer acerca de un tema de enorme importancia para la 

seguridad, la justicia y la estabilidad de nuestro país: la Ley contra el Crimen 

Organizado, conocida como la Ley N.º 30077. Esta norma representa uno de los 

principales instrumentos legales que posee el Estado peruano para enfrentar a las 

organizaciones criminales que amenazan la paz social, la economía y los derechos 

fundamentales de millones de ciudadanos. 

Vivimos en una época en la que el crimen ya no actúa únicamente de manera individual 

o improvisada. Actualmente, existen estructuras criminales altamente organizadas que 

operan con planificación, recursos económicos, tecnología y redes de corrupción. Estas 

organizaciones se dedican al narcotráfico, la trata de personas, el lavado de activos, la 

extorsión, el sicariato, la minería ilegal, el tráfico de armas y muchos otros delitos que 

afectan gravemente a la sociedad. 

Frente a esta realidad, el Estado peruano promulgó la Ley N.° 30077 con el objetivo de 

prevenir, investigar, juzgar y sancionar eficazmente a las organizaciones criminales. 

Esta ley no solo fortalece el trabajo de la Policía Nacional y del Ministerio Público, sino 

que también busca proteger a la ciudadanía y garantizar el orden democrático. 

¿Qué es el crimen organizado? 

Para comprender la importancia de esta ley, primero debemos entender qué es el crimen 

organizado. 

El crimen organizado consiste en la actuación de un grupo estructurado de personas 

que se unen de manera permanente o continua con el propósito de cometer delitos 

graves para obtener beneficios económicos o poder. Estas organizaciones poseen 

jerarquías, distribución de funciones y mecanismos de protección que dificultan su 

detección. 

A diferencia del delincuente común, las organizaciones criminales planifican 

cuidadosamente sus actividades y muchas veces logran infiltrarse en instituciones 

públicas o privadas mediante corrupción, amenazas o sobornos. 

En el Perú, este problema ha crecido considerablemente en los últimos años. Las 

bandas criminales ya no operan únicamente en grandes ciudades, sino también en 

regiones mineras, zonas fronterizas y espacios donde existe poca presencia del Estado. 

Esto genera miedo, inseguridad y pérdida de confianza en las instituciones. 

Por ello, era necesario contar con una legislación especializada que permitiera combatir 

este fenómeno de manera más efectiva. 

¿Qué es la Ley N.° 30077? 

La Ley N.° 30077, denominada Ley contra el Crimen Organizado, fue promulgada con 

la finalidad de establecer reglas y procedimientos especiales para investigar y sancionar 

delitos cometidos por organizaciones criminales. 

Esta ley define qué se entiende por organización criminal y establece mecanismos 

especiales para enfrentarla. Según la norma, una organización criminal está conformada 



por tres o más personas que actúan de manera concertada y coordinada para cometer 

delitos graves. 

La ley también determina cuáles son los delitos vinculados al crimen organizado. Entre 

ellos destacan: 

 Tráfico ilícito de drogas.  

 Lavado de activos.  

 Trata de personas.  

 Terrorismo.  

 Extorsión.  

 Secuestro.  

 Corrupción de funcionarios.  

 Minería ilegal.  

 Tráfico de armas.  

 Delitos informáticos.  

 Sicariato.  

Uno de los aspectos más importantes de esta ley es que permite aplicar técnicas 

especiales de investigación, debido a que las organizaciones criminales suelen actuar 

de forma secreta y compleja. 

Herramientas especiales de investigación 

La Ley N.° 30077 otorga a las autoridades diversas herramientas para investigar 

eficazmente a las organizaciones criminales. 

1. Interceptación telefónica 

La ley permite intervenir comunicaciones telefónicas y digitales con autorización judicial. 

Esto ayuda a identificar a los integrantes de las organizaciones y conocer cómo operan. 

2. Agente encubierto 

Se autoriza que miembros de la Policía puedan infiltrarse en organizaciones criminales 

para obtener información desde dentro. Esta técnica resulta fundamental para descubrir 

actividades ilícitas complejas. 

3. Colaboración eficaz 

La ley permite que una persona involucrada en actividades criminales pueda colaborar 

con la justicia brindando información relevante a cambio de beneficios legales. Gracias 

a este mecanismo se han desarticulado importantes organizaciones criminales. 

4. Levantamiento del secreto bancario y tributario 

Las autoridades pueden acceder a información financiera para detectar movimientos 

económicos sospechosos y combatir el lavado de dinero. 

5. Protección de testigos 



La ley contempla medidas de seguridad para proteger a testigos, víctimas y 

colaboradores que puedan estar en riesgo por brindar información. 

Estas herramientas fortalecen significativamente la labor de investigación y permiten 

enfrentar estructuras criminales complejas que antes resultaban difíciles de desarticular. 

Importancia de la ley para el Perú 

La Ley contra el Crimen Organizado es importante porque brinda al Estado mayores 

capacidades para proteger a la población y defender el Estado de derecho. 

En primer lugar, permite combatir delitos que generan violencia e inseguridad. Muchas 

organizaciones criminales utilizan armas, amenazas y asesinatos para controlar 

territorios y sembrar miedo. 

En segundo lugar, protege la economía nacional. El lavado de activos y la corrupción 

afectan gravemente el desarrollo del país porque permiten que dinero ilícito ingrese al 

sistema económico. 

Además, esta ley fortalece la cooperación entre instituciones como la Policía Nacional, 

el Ministerio Público y el Poder Judicial, facilitando investigaciones coordinadas y más 

eficientes. 

Otro aspecto relevante es que el Perú puede cumplir compromisos internacionales 

relacionados con la lucha contra el crimen transnacional, especialmente en temas como 

narcotráfico y trata de personas. 

Críticas y desafíos de la ley 

Sin embargo, como toda norma, la Ley N.° 30077 también ha recibido críticas y enfrenta 

diversos desafíos. 

Algunos especialistas consideran que ciertas herramientas especiales podrían afectar 

derechos fundamentales si no se aplican correctamente. Por ejemplo, la interceptación 

telefónica debe realizarse únicamente con autorización judicial y respetando el debido 

proceso. 

Asimismo, existe preocupación por posibles abusos en el uso de la prisión preventiva o 

en investigaciones prolongadas. 

Otro desafío importante es la corrupción dentro de algunas instituciones. De poco sirve 

tener una buena ley si existen funcionarios que colaboran con organizaciones 

criminales. 

También se necesita mayor presupuesto, capacitación y tecnología para que la Policía 

y el Ministerio Público puedan aplicar eficazmente esta norma. 

Finalmente, es importante recordar que la lucha contra el crimen organizado no depende 

únicamente de leyes más severas. También se requiere educación, oportunidades 

laborales, fortalecimiento institucional y políticas sociales que reduzcan las causas de la 

delincuencia. 

 

 

 



Casos y realidad actual 

En los últimos años, el Perú ha enfrentado numerosos casos relacionados con crimen 

organizado. Se han descubierto redes dedicadas a la corrupción, tráfico de drogas, 

extorsión y lavado de dinero. 

Muchas de estas organizaciones operan incluso desde cárceles o mantienen 

conexiones internacionales. Esto demuestra que el crimen organizado es un fenómeno 

complejo y en constante evolución. 

Gracias a la Ley N.° 30077, las autoridades han logrado desarticular bandas criminales 

y procesar judicialmente a sus integrantes. Sin embargo, todavía queda mucho trabajo 

por hacer. 

La ciudadanía también cumple un papel importante. Denunciar actos delictivos, 

rechazar la corrupción y promover valores éticos son acciones fundamentales para 

construir una sociedad más segura. 

 

Conclusión 

Para finalizar, podemos afirmar que la Ley contra el Crimen Organizado – Ley N.° 30077 

constituye una herramienta esencial en la lucha contra las organizaciones criminales 

que amenazan al Perú. 

Esta norma permite investigar y sancionar delitos complejos mediante técnicas 

especiales y mecanismos modernos de cooperación institucional. Su existencia refleja 

la necesidad de adaptar el sistema de justicia a nuevas formas de criminalidad cada vez 

más sofisticadas. 

No obstante, la aplicación de esta ley debe realizarse siempre respetando los derechos 

humanos, el debido proceso y las garantías constitucionales. La seguridad no puede 

construirse sacrificando la justicia ni las libertades fundamentales. 

La lucha contra el crimen organizado requiere compromiso del Estado, de las 

instituciones y también de la ciudadanía. Solo mediante un trabajo conjunto será posible 

construir un país más seguro, justo y libre de violencia. 

Recordemos que combatir el crimen organizado no significa únicamente capturar 

delincuentes; significa defender la democracia, proteger a las familias y garantizar un 

futuro mejor para las próximas generaciones. 

Muchas gracias. 

 


